
 

TESIS AISLADA I/2021 (10a.) 
 
 
MEDIDAS CAUTELARES EN MATERIA MERCANTIL. LA SOLICITUD 
DE FIJAR UNA CONTRAGARANTÍA NO CONLLEVA IMPLÍCITAMENTE 
SU ACEPTACIÓN, NI IMPLICA CONSENTIMIENTO QUE PRODUZCA 
LA PRECLUSIÓN DEL DERECHO PARA IMPUGNAR SU LEGALIDAD.  
 
HECHOS: Dentro de un procedimiento ordinario mercantil el enjuiciado 
solicitó que se fijara una contragarantía para levantar las medidas 
cautelares que fueron otorgadas para asegurar la eventual ejecución de la 
resolución definitiva. Con posterioridad el enjuiciado promovió incidente de 
reclamación de providencias precautorias que fue desestimado por la 
autoridad responsable, al considerar que la solicitud de fijar una 
contragarantía conllevó implícitamente la aceptación de las medidas 
cautelares, lo que produjo la preclusión del derecho a impugnarlas.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación establece que la solicitud de fijar una contragarantía para 
obtener el levantamiento de la medida cautelar, no entraña el 
consentimiento de la misma, que impida o excluya que el demandado 
pueda impugnarla con posterioridad.  
 
JUSTIFICACIÓN: En términos de lo previsto en los artículos 1180, 1187, 
1189 y 1193 del Código de Comercio, en su texto anterior al decreto de 
reformas publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 
2014, así como del artículo 391 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, la contragarantía y la impugnación de las medidas cautelares son 
actos que tienen naturaleza y fines distintos, ya que la primera tiene por 
objeto responder por la restitución de las cosas al estado que guardaban 
con anterioridad al otorgamiento de la medida cautelar, así como 
garantizar los daños y perjuicios que eventualmente se pudieran generar 
por su levantamiento, es decir, con ella el demandado busca impedir en 
forma inmediata que la medida cautelar sea ejecutada o se siga 
ejecutando en su perjuicio, en tanto que la segunda se encuentra 
orientada a revocar, nulificar o modificar las medidas cautelares 
concedidas, de manera que ambas figuras pueden coexistir, por lo que en 
términos de los preceptos indicados, la circunstancia de que una de las 
partes haya solicitado fijar una contragarantía, no conlleva implícitamente 
su aceptación ni implica el consentimiento que produzca la preclusión del 
derecho para impugnar la legalidad de la medida cautelar. 
 
 
Amparo en revisión 25/2020. Germán Larrea Mota Velasco. 19 de agosto 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César de la 
Rosa Zubrán.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA II/2021 (10a.) 
 
 
INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA. PUEDE PREVALECER INCLUSO 
SOBRE LO PRECISADO EN LAS EXPOSICIONES DE MOTIVOS O EN 
LOS DICTÁMENES EMITIDOS POR LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS, 
CUANDO RESULTE COHERENTE CON LA VOLUNTAD OBJETIVA 
QUE SUBYACE A LA NORMA.  
 
HECHOS: En una sentencia emitida en un juicio de amparo indirecto la 
Juez de Distrito, para atribuir el significado de un precepto, acudió a su 
interpretación sistemática con otro artículo del mismo ordenamiento, no 
obstante que en la exposición de motivos que dio origen a dicho precepto 
se hubiese señalado lo contrario. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La interpretación sistemática de las normas que 
consiste en conferirles un significado, en atención al contexto normativo o 
marco legal en que se ubican, puede prevalecer, incluso, sobre el 
entendimiento subjetivo que el legislador les pretendió asignar a través de 
los trabajos preparatorios (exposiciones de motivos, dictámenes, 
opiniones, etcétera), siempre y cuando esa interpretación resulte 
coherente axiológicamente o afín a la voluntad objetiva que subyace a las 
normas. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, porque la interpretación sistemática 
se pondera por encima de dicho entendimiento subjetivo, de modo que 
puede demostrarse racionalmente que la voluntad de la ley resulta diversa 
a la voluntad del legislador en la exposición de motivos o dictámenes que 
hayan dado origen a los preceptos materia de esa interpretación. 
 
 
Amparo en revisión 1068/2019. Aerovías de México, S.A. de C.V. 27 de 
mayo de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedida: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis 
Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA III/2021 (10a.) 

 
 
PREVALIDACIÓN DE PEDIMENTO ADUANAL. DE LA 
INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 16-A, EN 
RELACIÓN CON EL 35, AMBOS DE LA LEY ADUANERA, SE OBTIENE 
QUE NO CONCULCA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, 
PORQUE SE DESPRENDE CON CERTEZA QUE FORMA PARTE DEL 
DESPACHO ADUANERO.  
 
HECHOS: Una empresa reclamó en amparo la inconstitucionalidad del 
artículo 16-A de la Ley Aduanera, (reformado por decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2018),  por haberle sido 
aplicado al realizar el pago para la prevalidación de diversos pedimentos 
aduanales y estimar que le causaba perjuicio, ya que de ese precepto se 
desprendía que la prevalidación no formaba parte del despacho aduanero 
y, por consecuencia, acorde con el tercer párrafo del artículo 1o. de la Ley 
Federal de Derechos, el importe que  cubrió a los particulares que le 
prestaron ese servicio de prevalidación, no podía disminuirse de lo que 
pagó por el derecho de trámite para el despacho de sus mercancías. 
 
CRITERIO JURÍDICO: De la interpretación sistemática del artículo 16-A, 
en relación con el 35, ambos de la Ley Aduanera, se obtiene que aquel 
precepto no conculca el principio de seguridad jurídica. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, ya que se advierte con certeza que la 
prevalidación forma parte del despacho aduanero, al resultar un requisito 
necesario para la transmisión del pedimento en el sistema electrónico 
aduanero; ello, no obstante que en la exposición de motivos que dio lugar 
a la aludida reforma se hubiese sostenido lo contrario, en virtud de que la 
interpretación sistemática resulta más acorde a la voluntad objetiva o 
finalidad que deriva de la normatividad en mención. 
 
Amparo en revisión 1068/2019. Aerovías de México, S.A. de C.V. 27 de 
mayo de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedida: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis 
Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
PMP/lgm. 
 

 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA IV/2021 (10a.) 
 
 
ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE 
RECLAMA EN AMPARO INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DE UNA AUTORIDAD.  
 
HECHOS: En una demanda de amparo indirecto se impugnó la omisión 
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus 
facultades de recabar y emitir información estadística sobre asentamientos 
humanos informales o irregulares. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Para determinar la existencia o certeza de los 
actos consistentes en la omisión de una autoridad de ejercer alguna de las 
facultades que se estime le corresponden es suficiente advertir, 
someramente, la coherencia o viabilidad del argumento respectivo en 
relación con el marco jurídico general que rija la actuación de la autoridad 
a la que se atribuya la referida omisión. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, porque el estudio sobre la certeza de 
los actos reclamados no debe propiciar denegación de justicia al involucrar 
en ese análisis el estudio del fondo del asunto, lo que podría ocurrir 
cuando se pretenda corroborar con precisión si la autoridad a la que se 
atribuyan actos omisivos cuenta o no con las facultades para ejercerlos. 
 
 
Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 
de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA V/2021 (10a.) 

 
 
DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA. SU DEBIDA OBSERVANCIA 
IMPLICA LA OBLIGACIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL DE 
ESTADÍSTICA Y GEOGRAFÍA (INEGI) DE EMITIR INFORMACIÓN 
ESTADÍSTICA EN FORMA DESAGREGADA O SEGMENTADA, 
RELATIVA A LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS IRREGULARES O 
INFORMALES.  
 
HECHOS: En una demanda de amparo indirecto se demandó la omisión 
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus 
facultades de recabar y emitir información estadística sobre asentamientos 
humanos informales o irregulares. 
 
CRITERIO JURÍDICO: En atención a las facultades exclusivas del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía, y a su obligación de respetar el 
derecho a una vivienda digna, tiene la de emitir información estadística en 
forma desagregada, sobre asentamientos humanos irregulares o 
informales.  
 
JUSTIFICACIÓN: Bajo cualquier interpretación, el debido goce del 
derecho a una vivienda digna, conforme a lo establecido en la Declaración 
de Pretoria de la reunión temática de Hábitat III, sobre asentamientos 
informales, de la Organización de las Naciones Unidas, contempla la 
seguridad jurídica en la tenencia del lugar habitado y evitar mayores 
riesgos a las personas asentadas en zonas geográficas y ambientales 
riesgosas, lo que implica el deber objetivo mínimo para el Estado de 
adoptar políticas públicas para abatir las problemáticas que experimentan 
las personas que residen en los asentamientos informales. Luego, si por 
una parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, conforme a lo 
establecido en los artículos 26, apartado B, de la Constitución General, 3, 
21, 52, 59, 99 y 100, de la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, tiene la atribución exclusiva de suministrar a la 
sociedad y al Estado, información estadística y geográfica de calidad, 
pertinente, veraz y oportuna, a efecto de coadyuvar al desarrollo nacional; 
que una de las obligaciones primordiales de las autoridades es la de 
promover, respetar, proteger y, sobre todo, garantizar los derechos 
fundamentales, entre ellos, el derecho a la vivienda y, por otra parte, que 
para garantizar el respeto de ese bien colectivo, al Estado corresponde 
cumplir con el deber objetivo mínimo de tomar las medidas inmediatas que 
permitan el acceso a ésta, sin ser objeto de discriminación; entonces, 
resulta congruente con esa finalidad que dicho Instituto, en ejercicio de 
sus atribuciones exclusivas, genere la información estadística y 
geográfica, de la manera desagregada, que sea idónea, pertinente y eficaz 
para dotar de instrumentos al Estado para implementar las políticas 
públicas necesarias en aquellos sectores de la población más 
desprotegidos, como lo son los correspondientes a quienes habitan los 
asentamientos informales o irregulares. 
 
 
Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 
de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 



 
 

 
 

 

formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 

 
 


